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Tunja, veinticinco (25) de enero de dos mil veintiuno (2021) 
 

MEDIO DE CONTROL: CUMPLIMIENTO DE NORMAS CON FUERZA 
MATERIAL DE LEY O DE ACTOS 
ADMINISTRATIVOS (ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO) 
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RADICACIÓN:    1500133330092021 00016 00  

 
OBJETO DE LA DECISIÒN 

 
Se decide sobre la admisión de la presente ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO, instaurada por 
el señor LUYS JOHANN ORJUELA MORALES, en contra INSTITUO DE TRÁNSITO DE 
BOYACÁ -ITBOY, en procura de obtener el cumplimiento y aplicación de lo establecido 
en:  
 
El artículo 159 de la Ley 769 de 2002, “Por la cual se expide el Código Nacional de 
Tránsito Terrestre” dispone lo siguiente:  
 

ARTÍCULO 159. CUMPLIMIENTO. <Artículo modificado por el artículo 206 del 
Decreto 19 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> La ejecución de las sanciones 
que se impongan por violación de las normas de tránsito, estará a cargo de las 
autoridades de tránsito de Ia jurisdicción donde se cometió el hecho, quienes 
estarán investidas de jurisdicción coactiva para el cobro, cuando ello fuere 
necesario. 
Las sanciones impuestas por infracciones a las normas de tránsito prescribirán en 
tres (3) años contados a partir de Ia ocurrencia del hecho; Ia prescripción deberá 
ser declarada de oficio y se interrumpirá con Ia notificación del mandamiento de 
pago. La autoridad de tránsito no podrá iniciar el cobro coactivo de sanciones 
respecto de las cuales se encuentren configurados los supuestos necesarios para 
declarar su prescripción. 
Las autoridades de tránsito deberán establecer públicamente a más tardar en el 
mes de enero de cada año, planes y programas destinados al cobro de dichas 
sanciones y dentro de este mismo periodo rendirán cuentas públicas sobre Ia 
ejecución de los mismos. 
PARÁGRAFO 1. Las autoridades de tránsito podrán contratar el cobro de las 
multas que se impongan por Ia comisión de infracciones de tránsito. 
PARÁGRAFO 2. Las multas serán de propiedad exclusiva de los organismos de 
tránsito donde se cometió Ia infracción de acuerdo con su jurisdicción. El monto de 
aquellas multas que sean impuestas sobre las vías nacionales, por parte del 
personal de Ia Policía Nacional de Colombia, adscrito a Ia Dirección de Tránsito y 
Transporte, se distribuirá en un cincuenta por ciento (50%) para el municipio donde 
se entregue el correspondiente comparendo y el otro cincuenta por ciento (50%) 
para Ia Dirección de Tránsito y Transporte de Ia Policía Nacional, con destino a Ia 
capacitación de su personal adscrito, planes de educación y seguridad vial que 
adelante esta especialidad a lo largo de Ia red vial nacional, locaciones que suplan 
las necesidades del servicio y Ia construcción de Ia Escuela de Seguridad Vial de 
Ia Policía Nacional. 
 ARTÍCULO TRANSITORIO. <Artículo adicionado por el artículo 27 de la Ley 1383 
de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Facúltese a los Gobernadores y Alcaldes 
municipales y distritales, hasta el 31 de diciembre de 2009, para decretar 
amnistías a los infractores de tránsito y para adoptar medidas para el saneamiento 
de cartera de infracciones que no haya sido objeto de notificación del 
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mandamiento de pago por vía ejecutiva y no supere los cinco (5) años de ocurridos 
los hechos que dieron lugar a la actuación. 

Igualmente, solicita la aplicación del artículo Decreto 624 de 1989 "Por el cual se expide el 
Estatuto Tributario de los Impuestos Administrados por la Dirección General de Impuestos 
Nacionales”, establece:  

ARTICULO 818. INTERRUPCIÓN Y SUSPENSION DEL TERMINO DE 
PRESCRIPCIÓN. <Artículo modificado por el artículo 81 de la Ley 6 de 1992. El 
nuevo texto es el siguiente:> El término de la prescripción de la acción de cobro se 
interrumpe por la notificación del mandamiento de pago, por el otorgamiento de 
facilidades para el pago, por la admisión de la solicitud del concordato y por la 
declaratoria oficial de la liquidación forzosa administrativa. 
Interrumpida la prescripción en la forma aquí prevista, el término empezará a 
correr de nuevo desde el día siguiente a la notificación del mandamiento de pago, 
desde la terminación del concordato o desde la terminación de la liquidación 
forzosa administrativa. 
El término de prescripción de la acción de cobro se suspende desde que se dicte 
el auto de suspensión de la diligencia del remate y hasta: 
- La ejecutoria de la providencia que decide la revocatoria, 
- La ejecutoria de la providencia que resuelve la situación contemplada en el 
artículo 567 del Estatuto Tributario. 
- El pronunciamiento definitivo de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en el 
caso contemplado en el artículo 835 del Estatuto Tributario. (…)” 

 
La presente acción de cumplimiento SE RECHAZARÁ DE PLANO por las siguientes 
razones:  

CONSIDERACIONES 
 
La Ley 393 de 1997 “Por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política”, 
establece en su artículo 8 un requisito de procedibilidad para la procedencia de las 
acciones de cumplimiento, fundamentada en la constitución de la renuencia de la 
autoridad accionada:  
 

Artículo 8º.- Procedibilidad de la Acción de Cumplimiento. - La Acción de 
Cumplimiento procederá contra toda acción u omisión de la autoridad que incumpla 
o ejecute actos o hechos que permitan deducir inminente incumplimiento de 
normas con fuerza de Ley o Actos Administrativos. También procederá contra 
acciones u omisiones de los particulares, de conformidad con lo establecido en la 
presente Ley. Con el propósito de constituir la renuencia, la procedencia de la 
acción requerirá que el accionante previamente haya reclamado el cumplimiento 
del deber legal o administrativo y la autoridad se haya ratificado en su 
incumplimiento o no contestado dentro de los diez (10) días siguientes a la 
presentación de la solicitud. Excepcionalmente se podrá prescindir de este 
requisito, cuando el cumplirlo a cabalidad genere el inminente peligro de sufrir un 
perjuicio irremediable para el accionante, caso en el cual deberá ser sustentado en 
la demanda 

 
Este requisito de procedibilidad debe ser aportado en la solicitud de la acción de 
cumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 de la misma 
normativa: 

 
Artículo 10º.- Contenido de la solicitud de la acción de cumplimiento. - La 
solicitud deberá contener: 
(…)5. Prueba de la renuencia, salvo lo contemplado en la excepción del 
inciso segundo del artículo 8 de la presente Ley, y que consistirá en la 
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demostración de haberle pedido directamente su cumplimiento a la 
autoridad respectiva. (…) (Subrayas y negrillas por fuera del texto) 

 
El Consejo de Estado ha decantado en varias ocasiones sobre la renuencia de la 
Administración como un requisito de procedibilidad para la admisión de acción de 
cumplimiento1 :  
 

“La Sección Quinta del Consejo de Estado ha sostenido que la renuencia es la 
rebeldía de una autoridad o de un particular que ejerce funciones públicas, en 
cumplir una norma con fuerza de ley o un acto administrativo que consagra en 
su cabeza un deber claro, imperativo e inobjetable. La renuencia es requisito 
de procedibilidad de la acción de cumplimiento. Como lo consagra en el 
artículo 8º de la Ley 393 de 1997, consiste en que antes de acudir a la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, esto es, a fin de poder 
demandar judicialmente, el actor debe solicitar a la autoridad o al particular 
que cumpla funciones públicas que acaten el deber imperativo previsto en la 
norma o en el acto administrativo, señalándoselo de manera precisa y clara. 
Al respecto de este presupuesto procesal de la acción de cumplimiento, la 
Sección Quinta del Consejo de Estado ha considerado que si en el escrito por 
medio del cual se pretende constituir en renuencia no se le precisa a la 
autoridad presuntamente incumplida cuál es concretamente la norma que 
consagra la obligación exigible, la demanda de cumplimiento carecerá del 
requisito, lo que acarrea su rechazo. Esta Sección también ha dicho que la 
renuencia se puede configurar en forma tácita o expresa. La primera 
modalidad se presenta cuando quien debe acatar el deber omitido deja 
transcurrir 10 días desde que se radica la solicitud sin que se dé respuesta a 
la misma, esto es, guarda silencio, mientras que la segunda forma de 
renuencia se demuestra cuando de manera expresa se manifiesta en contra 
de atender la norma con fuerza material de ley o el acto administrativo. Por lo 
tanto a fin de acreditar la constitución en renuencia cuando ésta es expresa es 
necesario analizar tanto la reclamación del cumplimiento como la respuesta 
de la autoridad en el entendido que la primera delimita el marco del 
incumplimiento reclamado y a fin de establecer que la contestación tenga 
coherencia en corresponder al cumplimiento del deber solicitado.” 

 
Frente al primer aspecto, ha sostenido la jurisprudencia que la solicitud previa de 
cumplimiento no está sometida a formalidades especiales, pero a su vez tampoco 
puede ser confundida con ningún otro tipo de petición, requerimiento o reclamación 
dirigida a la autoridad exigida, al respecto ha señalado el H. Consejo de Estado:  

 
“Es posible que la solicitud debe contener. i) la petición de cumplimiento de 
una norma con fuerza material de ley o de un acto administrativo, ii) el 
señalamiento preciso de la disposición que consagra una obligación, y iii) la 
explicación del sustento en el que se funda el incumplimiento2.” 

 
La constitución en renuencia consiste en la demostración de haberle pedido 
directamente su cumplimiento a la autoridad respectiva, con indicación concreta del 
objeto de la petición, la citación de la norma con fuerza material de ley o acto 
administrativo incumplido por el funcionario y la acción u omisión que origina el 

                                                 
1
 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, Consejera Ponente Dra. Susana Buitrago 

Valencia. Bogotá D.C., diecisiete (17) de julio de dos mil catorce (2014). Radicación N.° 25000-23-41-000-2014-00123-
01(Acu), Actor: Alba Lucia Ramos López, Demandado: Superintendencia de Notariado y Registro. 
2
 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN QUINTA. Magistrado Ponente: 

DARÍO QUIÑONES PINILLA. Sentencia 16 de Junio de 2006. 
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incumplimiento o no conteste; la posibilidad de que la autoridad se ratifique en el 
incumplimiento, el término de diez (10) días; y si se está en la situación de excepción 
que permita prescindir de ella, tal situación deberá ser sustentada en la demanda. 
 
Vale la pena aclarar que es diferente el ejercicio del derecho de petición y el 
requerimiento o reclamación tendiente a constituir la renuencia para promover la 
acción de cumplimiento, y al respecto se ha pronunciado el H. Consejo de Estado, 
estableciendo las diferencias entre uno y otro:  
 

“Es claro que el ejercicio de petición, sea en interés particular o en interés 
general, es una institución muy diferente, con fines, reglas y efectos muy 
distintos a los de la reclamación prevista en el artículo 8° de la Ley 393 de 
1997 tendiente a propiciar la renuencia de que en él se habla. Aquél, cuando 
es en interés particular, (…) se dirige a obtener la satisfacción de un interés 
particular, como, por ejemplo, el reconocimiento de un derecho; da lugar a 
una actuación administrativa que ha de culminar con una decisión, favorable o 
desfavorable, revestida del carácter de acto administrativo, pasible a su vez 
de ser controvertida ante la misma administración por vía gubernativa y ante 
la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Su ejercicio no 
necesariamente presupone incumplimiento de norma legal o administrativa 
alguna por parte de la administración, sino y usualmente, la ocurrencia de los 
supuestos o estado de cosas que le dan nacimiento al derecho que se pide, o 
un especial interés en obtener la concesión de algún beneficio y derecho 
autorizado por la ley o el reglamento. Mientras que la reclamación aquí 
omitida presupone que la administración se encuentra incursa en el 
incumplimiento de una cualquiera de tales normas, esto es, que dadas las 
circunstancias que le imponen la obligación directa e inmediata, esto es de 
forma clara y exigible, de darle cumplimiento, no lo hace3”. 

 
Criterio éste que fue ratificado por la Alta Corporación, en providencia del 28 de 
Agosto de 2003, con Ponencia del Magistrado Juan Ángel Palacio Hincapié, en los 
siguientes términos:  
 

“...En efecto, para constituir la renuencia se requiere que previamente a la 
interposición de la acción, el actor haya solicitado a la autoridad pública el 
cumplimiento del deber legal o administrativo y que la autoridad pública se 
haya ratificado en la no aplicación o no haya contestado dentro de los diez 
días siguientes a la presentación de la solicitud. Lo anterior quiere decir que 
quien pretenda interponer una acción de cumplimiento debe exigir el 
cumplimiento del deber legal y esperar respuesta de la entidad o a que el 
anterior término se cumpla, ya que es requisito para su procedibilidad como lo 
establece el artículo 8 de la Ley 393 de 1997. El artículo 12 de la ley 
contempla el rechazo de plano si no se cumple este procedimiento. “(…) Ha 
sido criterio reiterado en esta sala que el derecho de petición no suple el 
requisito de la renuencia que exige la acción de cumplimiento, por cuanto 
ambos tiene una naturaleza y finalidad diferente. Con la renuencia se busca 
que la autoridad sobre la cual recae la obligación incumplida, se ratifique 
expresamente en la no aplicación de la norma, efecto que también se obtiene 

                                                 
3
 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN PRIMERA. Magistrado Ponente: 

JUAN ALBERTO POLO FIGUEROA. Sentencia de 21 de enero de 1999. Expediente ACU - 545. 
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cuando dicha autoridad deje transcurrir más de diez días sin dar respuesta a 
esta petición de cumplimiento4 …”  
 

CASO CONCRETO 
 
Advierte el Despacho una vez revisada la demanda que el accionante lo que realmente 
pretende es la prescripción del proceso coactivo al comparendo 99999999000001153459, 
y no exigir el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley, pues en el acápite de 
hechos (fl. 3-4 pdf 02) se indicó:  
 

“PRIMERO: El día 24 de noviembre del año 2020 radiqué ante de manera virtual 
ante la Secretaria de Tránsito y Transporte de Santa Rosa de Viterbo – Boyacá 
correo electrónico (patsantarosa@itbaoy.gov.co) un derecho de petición 
solicitando que se declare la PRESCRIPCIÓN DEL PROCESO DE COBRO 
COACTIVO al comparendo 99999999000001153459 de fecha 09 de diciembre 
del año 2012, pues desde la notificación por EDICTO del mandamiento de pago 
de fecha 15/02/2016, han pasado más de 4 años sin hacerse efectivo el cobro.  
 
SEGUNDO: El día 26 de noviembre del 2020, la Secretaria de Transporte de 
Santa Rosa de Viterbo – Boyacá, mediante correo electrónico enviado por la Dra. 
Leidy Lorena López Roa (Jefe PAT No. 3) me notificó que el derecho de petición 
había sido remitido al Grupo de Jurisdicción Coactiva de la Secretaria de 
Transporte ITBOY de la ciudad de Tunja – Boyacá, pues, era dicha entidad la 
competente para pronunciarse frente a la solicitud de prescripción del comparendo 
impuesto en jurisdicción de la sede operativa Nobsa. 
 
TERCERO: La mencionada entidad respondió el derecho de petición no 
accediendo a lo solicitado dejando en firme la resolución número RMP 15001-
32265 de fecha 2015/11/30/, argumentando que no ha operado la prescripción y la 
facultad para hacer efectivo el cobro se halla (sic) actualmente vigente, pese a que 
claramente está prescrito el comparendo 99999999000001153459 de fecha 09 de 
diciembre del año 2012.”  (Resaltado del despacho)  

 
Pero como se observa en el aparte subrayado, el actor únicamente solicitó la aplicación 
de la prescripción reglamentada en la Ley 762 de 2002 (art. 159), toda vez que en su 
consideración se configura dicho fenómeno jurídico, y en ese sentido, se trata de una 
solicitud netamente de un derecho particular y concreto. En efecto, las pretensiones de la 
demanda son: 
 

“PRIMERO: Que se aplique al comparendo 99999999000001153459 de 
fecha 09 de diciembre del año 2012 la PRESCRIPCIÓN de la sanción y 
lo adeudado basado en los artículos 159 de la ley 769/2002 (Código 
Nacional de Transito) y artículo 818 del decreto 624/1989 (Estatuto 
Tributario) …”  

 
Ahora bien, de conformidad a la pacifica línea jurisprudencial del Consejo de Estado, para 
agotar el requisito de la renuencia, no basta con presentar un simple derecho de petición 
donde se solicite la aplicación de la prerrogativa que trae una ley, sino que se debe 
presentar una solicitud, donde de forma precisa, expresa y clara se peticione el 

                                                 
4
 CONSEJO DE ESTADO. Auto de Agosto 28 de 2003. Consejero Ponente: JUAN ÁNGEL PALACIO HINCAPIÉ. 

Expediente 2003-0572. 
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cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto administrativo5; lo que 
no se evidencia de los hechos de la demanda citados; además, no se allegó dicho 
documento con el libelo introductorio, no acreditando el cumplimiento de tal requisito.  
 
De otra parte, estima el Despacho que la acción de cumplimiento en este caso resulta 
improcedente de conformidad con la causal señalada en el literal B del artículo 9 de la Ley 
393 de 19976, toda vez que el accionante, dispone o dispuso del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho para controvertir las decisiones que considere 
contrarias a derecho, proferidas al interior o en relación con el procedimiento de cobro 
coactivo adelantado en su contra.  
 
Nótese que la prescripción es una excepción que puede proponerse en contra del 
mandamiento de pago, de manera que es al interior del proceso de cobro coactivo donde 
debe alegarse, y en caso de no prosperar, contra la decisión de seguir adelante la 
ejecución procede el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho (artículo 
101 del CPACA7). 
 
Ahora, si el demandante considera no haber sido notificado en legal forma del 
mandamiento de pago, y por ende se desconoció su derecho de defensa, esta situación 
también puede ser alegada dentro del proceso de cobro coactivo, y en caso de no 
prosperar, igualmente, contra esa decisión procede el referido medio de control. 
 
Así mismo, ni de los hechos expuestos en la demanda se advierte que de no darse curso 
a esta acción se siga un perjuicio grave e inminente al demandante, por lo que se impone 
el rechazo de la demanda también por improcedente.   
 
Ahora bien, en providencia de 28 de noviembre de 2002, proferida por el Consejo de 
Estado8, se resolvió el recurso de apelación propuesto contra una sentencia de primer 
grado que había negado por improcedente una acción de cumplimiento por pretenderse 
mediante esta controvertir la legalidad de un acto administrativo, modificó esa decisión 
para en su lugar rechazar la acción por improcedente.  
 
Como fundamento de su decisión expuso lo siguiente: 
 

                                                 
5
 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA. Consejero ponente: 

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO. Sentencia del veintisiete (27) de noviembre de dos mil diecinueve (2019), 
Radicación número: 11001-03-15-000-2019-03700-01(AC). Actor: CARMEN LILIANA SALDARRIAGA MOLINA. 
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA.  
6
 Tampoco procederá cuando el afectado tenga o haya tenido otro instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento 

de la norma o Acto Administrativo, salvo, que de no proceder el Juez, se siga un perjuicio grave e inminente para el 
accionante 
7
 ARTÍCULO 101. CONTROL JURISDICCIONAL. Sólo serán demandables ante la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, en los términos de la Parte Segunda de este Código, los actos administrativos que deciden las excepciones 
a favor del deudor, los que ordenan llevar adelante la ejecución y los que liquiden el crédito. 
La admisión de la demanda contra los anteriores actos o contra el que constituye el título ejecutivo no suspende el 
procedimiento de cobro coactivo. Únicamente habrá lugar a la suspensión del procedimiento administrativo de cobro 
coactivo: 
1. Cuando el acto administrativo que constituye el título ejecutivo haya sido suspendido provisionalmente por la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo; y 
2. A solicitud del ejecutado, cuando proferido el acto que decida las excepciones o el que ordene seguir adelante la 
ejecución, según el caso, esté pendiente el resultado de un proceso contencioso administrativo de nulidad contra el título 
ejecutivo, salvo lo dispuesto en leyes especiales. Esta suspensión no dará lugar al levantamiento de medidas cautelares, ni 
impide el decreto y práctica de medidas cautelares. 
PARÁGRAFO. Los procesos judiciales contra los actos administrativos proferidos en el procedimiento administrativo de 
cobro coactivo tendrán prelación, sin perjuicio de la que corresponda, según la Constitución Política y otras leyes para otros 
procesos. 
8
 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, C.P. Darío Quiñones Pinilla, radicado 66001-23-000-2002-0857-01 

(ACU-1641) 



 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PUBLICO 

JUZGADO NOVENO ADMINISTRATIVO ORAL DE TUNJA 
DESPACHO 

Expediente: 2021-00016 

 

 

“Para la Sala una definición sobre ese asunto escapa al ámbito de la acción de 
cumplimiento. En efecto, de conformidad con el artículo 1 de la Ley 393 de 1997 y 
en armonia con el artículo 87 de la Constitución, la acción de cumplimiento tiene 
por objeto el que cualquier persona acuda ante la autoridad judicial competente 
para hacer efectivo el cumplimiento de leyes o actos administrativos. Esa acción 
no se puede utilizar como un mecanismo orientado a obtener del juez una 
orden dirigida a una autoridad administrativa o a una persona privada que 
ejerza funciones públicas para que reconozca un derecho o un beneficio que 
el accionante cree tener a su favor, pues ello implicaria un desconocimiento de 
la Constitución o de la ley que le asigna a esa autoridad la competencia para 
decidir sobre el particular. Es decir mediante la acción de cumplimiento no se 
puede sustituir a la autoridad que de acuerdo con la Constitución o la ley es 
competente para resolver sobre el reconocimiento de un determinado derecho. Y 
si esa entidad con competencia decide no reconocerle, el afectado con esa 
decisión tiene a su alcance instrumentos judiciales para controvertirla y obtener del 
juez competente un pronunciamiento sobre el particular, para el evento de que se 
promueva el proceso que corresponda”. (Resaltado propio) 

 
Decisión similar se tomó en sentencia de 02 de septiembre de 2005 emanada de la 
misma Corporación y el mismo magistrado sustanciador9, en la que ademas se reiteró lo 
siguiente:  
 

“Son claras las disposiciones constitucionales y legales en precisar que el fin de la 
acción de cumplimiento, como su nomobre lo indica, es de hacer cumplir el 
ordenamiento juridico existente, por parte de las autoridades competentes, para 
hacer efectivo el Estado Social de Derecho, pero es claro tambien que en ese 
ordenamiento juridico debe estar claramente establecido la obligacion que se 
pretende hacer cumplir. Lo que indica que a traves de la acción de cumplimiento 
no es posible discutir derechos, sino hacer respetar los ya existentes y que se 
cumplan las normas que los reconocen. 
Así las cosas, no es posible para el Juez que conoce de una acción de 
cumplimiento, convertirla en acción contenciosa y entrar a discutir y 
establcer el derecho del accionante. 
La acción de cumplimiento, está prevista, precisamente, para ordenar el 
cumplimiento de una norma o acto administrativo que contenga una obligación 
clara y precisa, cuyo incumplimiento implique el desconocimiento de un dereno 
que no se discute.”  

 
Visto todo lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 393 de 1997, 
el Despacho procederá a rechazar de plano la presente demanda de solicitud de acción 
de cumplimiento.  
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Noveno Administrativo del Circuito Judicial de Tunja,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: RECHAZAR DE PLANO la presente ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO, 
instaurada por el señor LUYS JOHANN ORJUELA MORALES, en contra INSTITUTO DE 
TRÁNSITO DE BOYACÁ -ITBOY, por las consideraciones expuestas en la parte motiva 
de esta providencia.  
 
SEGUNDO: Devuélvanse los anexos sin necesidad de desglose.  
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TERCERO: En firme esta Providencia, procédase al archivo del expediente, dejando las 
anotaciones de rigor. 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 201 de la Ley 1437 de 2011, por secretaría 
envíese correo electrónico al apoderado/a de la parte demandante que informe de la 
publicidad del estado en la página Web.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

ROSA MILENA ROBLES ESPINOSA 
JUEZA 
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